
 Boletín FISCAL diario 
 

 Página 1 de 6 

 

jueves, 1 de octubre de 2026 

Boletines oficiales  
E s t a t a l  

3 0 / 0 9 / 2 0 2 6  

MEDIDAS ANTICRISIS. Real Decreto-ley 25/2026, de 29 de septiembre, por 
el que se adoptan y se prorrogan determinadas medidas en el marco del 
Plan Integral de Respuesta a la Crisis en Oriente Medio. 

 
Comparativo 
 

Medidas tributarias: 

1. Impuesto sobre Hidrocarburos: reducción temporal de tipos — (artículos 13 a 15) 

Se mantiene durante los meses de octubre, noviembre y diciembre de 2026 una reducción de los tipos del 
Impuesto sobre Hidrocarburos aplicables a determinados productos energéticos. 

En el caso de los productos de consumo más generalizado —gasolinas sin plomo y gasóleo de 
automoción—, la reducción respecto de los tipos existentes antes del Real Decreto-ley 7/2026 se articula 
de forma decreciente: 

Periodo Reducción prevista 

Octubre 2026 20 céntimos/litro 

Noviembre 2026 13 céntimos/litro 

Diciembre 2026 6 céntimos/litro 

La norma configura, por tanto, una retirada progresiva de la rebaja fiscal, pero incorpora un mecanismo de 
salvaguarda para mantener una reducción superior cuando la evolución de los precios resulte desfavorable.  

En particular, si el IPC de septiembre de 2026 de la gasolina o del gasóleo supera en más de un 15 % el 
correspondiente al mismo mes de 2025, la reducción pasa a ser de 20 céntimos/litro en noviembre y de 13 
céntimos/litro en diciembre. Si el IPC de octubre de 2026 supera en más de un 15 % el de octubre de 2025, 
la reducción correspondiente al producto afectado será de 20 céntimos/litro durante diciembre.  

También se establecen reducciones para otros productos, entre ellos el gasóleo utilizado como combustible 
o en determinados motores, fuelóleo y queroseno para usos distintos de carburante, pudiendo 
incrementarse las rebajas de noviembre y diciembre cuando se activen los correspondientes mecanismos 
de salvaguarda por evolución del IPC.  

2. Devolución del Impuesto sobre Hidrocarburos por gasóleo profesional — (artículo 16) 

Entre el 1 de octubre y el 31 de diciembre de 2026, el tipo de devolución parcial correspondiente al gasóleo 
de uso profesional, regulado en el artículo 52 bis.6 de la Ley 38/1992, de Impuestos Especiales, queda fijado 
en cero euros.  

Esta previsión debe ponerse en relación con las reducciones directas del tipo del Impuesto sobre 
Hidrocarburos y con las ayudas específicas al transporte contempladas en otros capítulos del real decreto-
ley. 

3. Gasóleo empleado en agricultura y ganadería — (artículo 17) 

También se adapta la devolución parcial del Impuesto sobre Hidrocarburos correspondiente al gasóleo 
efectivamente utilizado en agricultura —incluida la horticultura—, ganadería y silvicultura. 

Las cuantías de devolución quedan establecidas de la siguiente forma: 

• Octubre: 0 €/1.000 litros. 

https://www.boe.es/boe/dias/2026/09/30/pdfs/BOE-A-2026-20265.pdf
http://www.primeralecturaediciones.com/documentos_diana/LEYES_2026/MEDIDAS_ANTICRISIS_III/COMPARATIVO_RD-L_25_2026.pdf
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• Noviembre: 14,5 €/1.000 litros, con posibilidad de quedar en cero si se activa la mayor reducción 
del impuesto prevista por el mecanismo de salvaguarda. 

• Diciembre: 41 €/1.000 litros, cuantía que puede reducirse a 14,5 €/1.000 litros o a cero, 
dependiendo del tipo del Impuesto sobre Hidrocarburos finalmente aplicable como consecuencia 
de la evolución del IPC.  

La finalidad es coordinar la devolución fiscal del sector agrario con la intensidad de la reducción general del 
Impuesto sobre Hidrocarburos, evitando una acumulación de ambos beneficios. 

4. IVA reducido sobre determinados productos energéticos — (artículos 18 y 19) 

Los artículos 18 y 19 establecen un mecanismo de salvaguarda que permite recuperar temporalmente el 
tipo reducido del IVA del 10 % durante noviembre y diciembre de 2026 si se produce un incremento 
significativo de los precios energéticos. 

Para noviembre de 2026, si el IPC de la electricidad correspondiente a septiembre aumenta más de un 15 
% interanual, se aplicará el IVA del 10 % a los suministros eléctricos destinados a: 

• contratos cuya potencia contratada sea igual o inferior a 10 kW, y 

• perceptores del bono social que tengan la condición de vulnerable severo o vulnerable severo en 
riesgo de exclusión social. 

Igualmente, si el IPC del gas natural de septiembre supera en más de un 15 % el de septiembre de 2025, se 
aplicará durante noviembre el IVA del 10 % al gas natural, briquetas y pellets de biomasa y madera para 
leña.  

El mismo esquema se reproduce para diciembre, tomando como referencia el IPC correspondiente a 
octubre de 2026. Por tanto, si electricidad o gas natural registran un incremento interanual superior al 15 
%, se reactiva el IVA reducido del 10 % durante ese mes para los productos y consumidores indicados.  

5. Impuesto Especial sobre la Electricidad — (artículos 20 y 21) 

Se introduce igualmente un mecanismo de salvaguarda para recuperar temporalmente la reducción del 
Impuesto Especial sobre la Electricidad. 

Si el IPC de la electricidad correspondiente a septiembre de 2026 supera en más de un 15 % el del mismo 
mes de 2025, durante noviembre el tipo del impuesto será del 0,5 %. Para diciembre, la activación de la 
medida queda vinculada a la evolución interanual del IPC de la electricidad correspondiente a octubre.  

La aplicación del 0,5 % queda sujeta a los niveles mínimos de imposición: 

0,5 €/MWh para electricidad destinada a usos industriales, determinadas embarcaciones atracadas en 
puerto y transporte ferroviario, y 1 €/MWh para los restantes usos. 

A estos efectos, se consideran también usos industriales los suministros efectuados en alta tensión o 
destinados a plantas e instalaciones industriales y determinados suministros en baja tensión destinados a 
riegos agrícolas 

6. Impuesto sobre el valor de la producción de energía eléctrica — (artículo 22) 

Con efectos desde el 1 de enero de 2028, y dado que el tipo del Impuesto sobre el valor de la producción 
de la energía eléctrica será del 0 %, se elimina para los contribuyentes la obligación de presentar la 
autoliquidación y efectuar pagos fraccionados correspondientes al impuesto. 

 

Las otras medidas no tributarias: 

1. Medidas energéticas — (artículos 1 a 12) 

La norma adopta diversas medidas para contener los costes energéticos, garantizar la seguridad del 
suministro y fomentar la eficiencia energética. 
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En materia de gas natural, se limita temporalmente el incremento del coste de la materia prima incorporado 
a la tarifa de último recurso (TUR): el incremento del término Cn queda limitado al 35 % en la revisión de 
1 de octubre de 2026 y al 15 % en la de 1 de enero de 2027. Las diferencias de coste no repercutidas podrán 
recuperarse posteriormente por los comercializadores de último recurso.  

También se refuerzan las obligaciones de almacenamiento de gas natural licuado (GNL) durante el período 
invernal, elevando las existencias exigidas de 16,5 a 21 días, con determinadas reglas de flexibilidad en su 
cumplimiento. 

En relación con el butano, se limita hasta el 30 de junio de 2027 el precio máximo de venta de la bombona 
de 12,5 kg en territorio peninsular a 19,55 euros. Las diferencias que no puedan repercutirse como 
consecuencia de esta limitación se incorporarán a revisiones posteriores.  

Asimismo, se permite financiar con cargo al Fondo Nacional de Eficiencia Energética (FNEE) inversiones de 
los departamentos ministeriales destinadas al ahorro y eficiencia energética y se contemplan 
específicamente actuaciones de rehabilitación energética en Ceuta y Melilla. 

En el ámbito regulatorio, se refuerza el régimen sancionador del sector de hidrocarburos, incluyendo las 
obligaciones derivadas del uso de combustibles sostenibles de aviación; se amplían las obligaciones 
económicas de determinados promotores de instalaciones renovables y de almacenamiento hidráulico 
respecto de los municipios afectados; y se mejora el régimen para la liberación territorial de las reservas 
estratégicas de productos petrolíferos. 

También se modifica la regulación de las instalaciones de producción de electricidad renovable para reforzar 
su participación en el control de tensión del sistema eléctrico y se actualiza el régimen de infracciones y 
sanciones asociado a los Certificados de Ahorro Energético (CAE), ampliándose además el plazo 
correspondiente a las obligaciones de ahorro de 2026.  

2. Internacionalización empresarial — (artículos 23 y 24) 

Se flexibiliza el funcionamiento del Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM), permitiéndole 
aceptar garantías españolas en determinadas operaciones de financiación reembolsable. La medida 
pretende facilitar especialmente el acceso de las pymes españolas que se encuentran en las primeras fases 
de expansión internacional. 

Asimismo, se eleva el límite máximo anual para la aprobación de operaciones con cargo al Fondo para 
Inversiones en el Exterior (FIEX), que pasa de 350 millones a 500 millones de euros.  

3. Ayudas al sector agrario y pesquero — (artículos 25 a 27) 

Se prorroga hasta el 31 de diciembre de 2026 la ayuda extraordinaria destinada a compensar el precio del 
gasóleo consumido por los productores agrarios. 

Para el período comprendido entre el 1 de octubre y el 31 de diciembre, la ayuda podrá alcanzar el 70 % de 
la diferencia entre el precio medio semanal del gasóleo agrario y su precio anterior al inicio del conflicto, 
con un máximo de 0,20 euros por litro. 

Igualmente, se amplía hasta el 31 de diciembre de 2026 la ayuda destinada a las empresas armadoras de 
buques pesqueros para compensar el incremento de sus costes productivos derivado del encarecimiento 
de los combustibles.  

4. Ayudas al transporte — (artículos 28 a 35) 

Para el transporte profesional por carretera, se mantienen durante octubre, noviembre y diciembre de 
2026 las ayudas vinculadas al gasóleo profesional. 

Para los vehículos con derecho a devolución parcial del Impuesto sobre Hidrocarburos, la ayuda 
ordinariamente prevista es de 5 céntimos/litro en octubre, 12 céntimos/litro en noviembre y 19 
céntimos/litro en diciembre. Estas cuantías se ajustarán si se activa el mecanismo fiscal de salvaguarda y 
aumenta la reducción del Impuesto sobre Hidrocarburos.  
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Paralelamente, se mantienen ayudas directas para determinados profesionales del transporte que no 
pueden beneficiarse de la devolución del gasóleo profesional, entre ellos determinados titulares de 
autorizaciones VDE, VT, VTC, VSE, MDLE y MDPE, autobuses urbanos y determinados taxis adaptados o 
Eurotaxis. 

En el ámbito ferroviario, se crea una línea adicional de ayudas directas para compensar a las empresas 
ferroviarias por el impacto de los costes energéticos. 

En el ámbito marítimo, se prorrogan las ayudas directas a determinados servicios regulares de transporte 
marítimo de pasajeros y mercancías afectados por el incremento de los costes.  

5. Medidas laborales y sociales — (artículos 36 y 37) 

Las empresas beneficiarias de las ayudas previstas en la norma quedan sometidas hasta el 31 de diciembre 
de 2026 a determinadas restricciones en materia de empleo. 

En particular, no podrán justificar despidos o ceses de actividad en causas de fuerza mayor o en causas 
económicas, técnicas, organizativas o productivas que tengan su origen en la situación contemplada por el 
Real Decreto-ley. La limitación alcanza también a determinados acuerdos de las cooperativas que impliquen 
una reducción definitiva de puestos de trabajo. 

Asimismo, las empresas beneficiarias que estén obligadas a disponer de un plan de movilidad sostenible al 
trabajo deberán cumplir dicha obligación; su incumplimiento determinará el reintegro de las ayudas 
recibidas.  

6. Medidas sociales 

Prohibición del despido – (artículo 36) 

La medida tiene como finalidad vincular la percepción de las ayudas extraordinarias a la preservación del 
empleo. 

En concreto, las empresas beneficiarias de las ayudas previstas en el Real Decreto-ley no podrán, hasta el 
31 de diciembre de 2026, efectuar despidos ni ceses de actividad cuando pretendan justificarlos en: 

• causas de fuerza mayor; o 
• causas económicas, técnicas, organizativas o de producción (ETOP), 

siempre que dichas causas tengan su origen en la situación regulada por el propio Real Decreto-ley, esto 
es, en las consecuencias económicas derivadas de la crisis en Oriente Medio que justifican las medidas 
extraordinarias adoptadas.  

Por tanto, la norma no establece una prohibición general de despedir por cualquier causa, sino una 
limitación vinculada tanto a la condición de empresa beneficiaria de las ayudas como al origen de la causa 
alegada para extinguir los contratos. 

La medida se extiende igualmente a las cooperativas. Hasta el 31 de diciembre de 2026, las cooperativas 
beneficiarias no podrán adoptar acuerdos en sus asambleas generales que impliquen una reducción 
definitiva del número de puestos de trabajo o una modificación de la proporción de las cualificaciones, 
cuando estas decisiones se fundamenten igualmente en las causas vinculadas a la situación contemplada 
por el Real Decreto-ley.  

Desde una perspectiva práctica para las empresas beneficiarias, la medida exige especial cautela antes de 
adoptar decisiones extintivas por causas objetivas o colectivas durante el período protegido: habrá que 
analizar no solo la causa formalmente invocada, sino también si existe conexión entre dicha causa y la crisis 
que fundamenta las ayudas recibidas. 

Movilidad sostenible al trabajo – (artículo 37) 

El artículo 37 introduce una segunda condición para determinadas empresas beneficiarias de las ayudas: el 
cumplimiento de las obligaciones relativas a los planes de movilidad sostenible al trabajo. 
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La medida afecta a las empresas que concurran simultáneamente en dos circunstancias: que sean 
beneficiarias de las ayudas directas previstas en el Real Decreto-ley y que, conforme a la normativa 
aplicable, estén obligadas a disponer de un plan de movilidad sostenible. 

Para estas empresas, el cumplimiento de dicha obligación se configura como una condición asociada al 
mantenimiento de las ayudas. En consecuencia, el incumplimiento de la obligación de contar con el 
correspondiente plan de movilidad sostenible determina el reintegro de las ayudas recibidas.  

La finalidad es conectar las ayudas extraordinarias destinadas a paliar el incremento de los costes de 
movilidad y energía con medidas empresariales orientadas a una movilidad laboral más sostenible. 

7. Blanqueo de capitales – (Disposición final primera) 

El objetivo principal de la reforma es reforzar el control de las operaciones realizadas mediante 
criptoactivos, especialmente ante el riesgo de que estos instrumentos puedan utilizarse para eludir 
sanciones financieras internacionales o canalizar operaciones ilícitas. La propia norma vincula la reforma con 
la necesidad de adaptar el ordenamiento español al marco europeo, en particular al Reglamento (UE) 
2023/1113, relativo a la información que debe acompañar las transferencias de fondos y determinados 
criptoactivos.  

1. Actualización de los conceptos utilizados por la Ley 10/2010.  

Se sustituyen las anteriores referencias a «moneda virtual», cambio de moneda virtual y proveedores de 
custodia de monederos electrónicos por conceptos alineados con la normativa europea. En particular, se 
incorpora el concepto de «criptoactivo», definido por remisión al Reglamento (UE) 2023/1114 (MiCA), así 
como el de «proveedor de servicios de criptoactivos». También se introduce expresamente el concepto de 
«dirección autoalojada», por remisión al Reglamento (UE) 2023/1113.  

2. Los proveedores de servicios de criptoactivos pasan a ser sujetos obligados.  

La reforma modifica el artículo 2.1.z) de la Ley 10/2010 para incluir expresamente como sujetos obligados 
a los proveedores de servicios de criptoactivos. Esto supone su plena incorporación al sistema preventivo 
de la Ley 10/2010 y, por tanto, su sometimiento al régimen de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.  

La definición comprende a las personas jurídicas u otras empresas autorizadas cuya actividad profesional 
consista en prestar uno o varios servicios de criptoactivos a clientes conforme a MiCA, si bien la norma 
exceptúa la prestación de asesoramiento sobre criptoactivos contemplada en el artículo 3.1.16.h) de dicho 
Reglamento.  

3. Refuerzo de las obligaciones en las relaciones de corresponsalía.  

Se modifica el artículo 13 de la Ley 10/2010 para extender expresamente el régimen de corresponsalía 
transfronteriza a las relaciones establecidas para realizar operaciones o transferencias de criptoactivos. 
Por tanto, las cautelas reforzadas tradicionalmente previstas para determinadas relaciones entre entidades 
financieras se proyectan también sobre el sector de los criptoactivos.  

Además, las entidades financieras y los proveedores de servicios de criptoactivos no podrán establecer o 
mantener determinadas relaciones de corresponsalía que permitan ejecutar operaciones directamente 
a los clientes de la entidad representada, incluso mediante subcuentas. Cuando decidan poner fin a una 
relación de corresponsalía por motivos relacionados con la prevención del blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, deberán documentar y registrar dicha decisión.  

4. Control de los procedimientos de autorización de los proveedores.  

Se amplían las funciones previstas en el artículo 45 de la Ley 10/2010, incorporando la obligación de 
informar sobre la adecuación de las medidas de control interno en los procedimientos de autorización de 
los proveedores de servicios de criptoactivos.  

Desde un punto de vista práctico, la autorización de estos operadores queda así conectada con la 
comprobación de que disponen de mecanismos internos adecuados en materia de prevención del blanqueo 
y financiación del terrorismo. 
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5. Nuevo régimen de infracciones vinculado a las transferencias de criptoactivos.  

Finalmente, se modifica el artículo 52.5 de la Ley 10/2010 para adaptar el régimen sancionador al 
Reglamento (UE) 2023/1113. Se califican como infracciones graves los incumplimientos contemplados en 
su artículo 29 y, asimismo, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 4 a 24 y 26 del 
Reglamento respecto de los proveedores de servicios de pago y de los proveedores de servicios de 
criptoactivos.  

Esto refuerza especialmente el cumplimiento de las obligaciones europeas relativas a la información que 
debe acompañar las transferencias de fondos y criptoactivos, integrando su incumplimiento dentro del 
régimen sancionador español de prevención del blanqueo. 

8. Otras medidas relevantes 

Las disposiciones adicionales y finales incorporan varias modificaciones de interés jurídico. Entre ellas, se 
obliga a las estaciones de servicio y establecimientos de suministro minorista de carburantes a dar 
publicidad adecuada a las medidas fiscales temporales; se establece un régimen específico para las 
compensaciones financieras correspondientes al Abono Único, que quedan en gran medida fuera del ámbito 
de aplicación de la Ley General de Subvenciones; y se contempla la compatibilidad de determinadas ayudas 
con la normativa europea sobre ayudas de Estado.  

Destaca también la modificación de la Ley 10/2010 de prevención del blanqueo de capitales y financiación 
del terrorismo, incorporando a los proveedores de servicios de criptoactivos como sujetos obligados y 
reforzando el régimen relacionado con las sanciones financieras internacionales. 

Además, se modifican determinadas ayudas vinculadas a la reconstrucción de La Palma y se amplía en 
5.573.365 euros la financiación destinada a la contratación de personas desempleadas por corporaciones 
locales de municipios afectados por determinados fenómenos meteorológicos adversos en Andalucía y 
Extremadura. 

Finalmente, se encomienda a la CNMC analizar la efectividad y el grado de traslación de las medidas 
adoptadas en los mercados energéticos y realizar el seguimiento de la evolución de los precios de los 
productos alimentarios. COMPARATIVO_RD-L_25_2026 

 
 


